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Introducción



La Clínica Jurídica de Interés Público de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma Latinoamericana (UNAULA), en Medellín, Colombia, fue fundada en el mes de febrero de 2013 como iniciativa docente promovida por los resultados del proyecto de investigación “Indisciplinar el Derecho: Fundamentos orientadores pedagógicos, jurídicos y fácticos para acreditar una ciencia social rendida”, y de la invitación de la Red de Enseñanza y Aprendizaje Clínico del Derecho (REACD) para formalizar la conformación de una Clínica Jurídica en la UNAULA.


Desde entonces, la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA se consolida como un espacio para la formación académica, la investigación y el fortalecimiento de la proyección social mediante el fomento de la educación jurídica con base en la Enseñanza Clínica del Derecho, para que los estudiantes amplíen y potencialicen su formación por medio de nuevas corrientes paradigmáticas no tradicionales y desarrollen competencias profesionales que ayuden a impactar la realidad en defensa del interés público.


Nuestro colectivo actual está integrado por dos docentes y siete estudiantes de diferentes semestres del programa de Derecho. Nuestros campos de acción son el derecho ambiental, urbano y el ordenamiento territorial, derecho y género, y los derechos laborales, todos transversalizados por los Derechos Humanos como eje central que guía la tarea de la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA. Somos parte activa de la Red Nacional de Clínicas Jurídicas de Colombia y de la Red Latinoamericana de Clínicas Jurídicas.


Entre nuestros campos de acción sobresalen la participación en varios procesos judiciales para el reconocimiento y amparo de derechos fundamentales y colectivos; el acompañamiento y asesoría a comunidades en la formulación y adopción de instrumentos de planeación y desarrollo territorial, así como coadyuvancias en procesos judiciales en los que se involucran afectaciones de género. De igual manera, hemos organizado varios espacios de proyección social con la comunidad, como encuentros, conferencias y talleres; hacemos de la investigación un eje transversal del trabajo clínico estratégico, y procuramos la internacionalización de nuestro colectivo a través de la celebración de convenios con universidades extranjeras.


Entre las citadas actividades que convocan el trabajo de la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA estuvo ser peticionaria, junto con la Alianza de Universidades por los Derechos Humanos y la Clínica Jurídica de la Corporación Universitaria Lasallista, de audiencia temática ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). La misma tuvo lugar el 19 de marzo de 2015, audiencia en la que se abordó el tema de “Procesos de reasentamiento de población vulnerable en Colombia en el marco de procesos de reubicación de población desplazada, proyectos de desarrollo urbanístico, renovación urbana, y programas de prevención y atención del riesgo”.


La Alianza, integrada por la Universidad de Medellín, la de Antioquia, la Pontificia Bolivariana y la Católica de Oriente, buscó el fortalecimiento de la enseñanza de los Derechos Humanos, y al apoyo a las iniciativas nacionales y locales para mejorar el respeto y la protección de los Derechos Humanos en Colombia, para lo cual contó con el patrocinio de la USAID (Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional) – y de HED (Higher Education For Development) de la Universidad de Minnesota.


Entre los objetivos específicos que definieron el trabajo de la Alianza estaba el fortalecimiento de la capacidad institucional de las Facultades de Derecho en Colombia para capacitar a futuros abogados en derechos humanos mediante programas de estudios nuevos o mejorados; optimizar la capacidad de gestión de las Facultades de Derecho para atender las necesidades de las poblaciones vulnerables por medio de la creación de nuevas líneas en la Clínica Jurídica y redes regionales de derechos humanos; proveer a los futuros profesionales del derecho con un mejor entendimiento de los estándares nacionales e internacionales de derechos humanos y las capacidades necesarias para apoyar la práctica y la reforma de derechos humanos en Colombia.


En el cumplimiento de estos cometidos, la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA fue convocada como peticionaria ante la CIDH, y con ello, como parte actora para el desarrollo del ejercicio clínico sobre procesos de reasentamiento de población vulnerable en Colombia, en el marco de procesos de reubicación de población desplazada, proyectos de desarrollo urbanístico, renovación urbana y programas de prevención y atención del riesgo. Para ello se incorporó con la elaboración global del Informe de Petición y la reseña de veinte casos emblemáticos de sustento de las variables propuestas en el informe.


Como uno de los resultados de la audiencia y del Informe de Petición, la CIDH manifestó la necesidad y conveniencia de hacer una ampliación y detalle de la averiguación que sustentara las aseveraciones presentadas por los peticionarios contra el Estado de Colombia.


Teniendo presente que tanto el Informe de Petición como la Audiencia Temática desarrollaron como principales problemáticas de los procesos de reasentamiento los generados por el desplazamiento forzado propio del conflicto armado interno, los causados por los proyectos de desarrollo urbanístico y renovación urbana, y los originados por los procesos de prevención y atención del riesgo, la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA emprendió, en cabeza de los docentes del colectivo el proyecto de investigación aprobado y financiado por la Universidad Autónoma Latinoamericana denominado “Ejercicio de los Derechos Humanos en procesos de reasentamiento poblacional a partir de la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales en Colombia”, durante todo el año 2016 y el primer semestre del 2017.


La investigación tendría como propósito, además de las necesarias premisas metodológicas que más adelante se detallan, indagar sobre las realidades contextuales en las que se ejercen los Derechos Humanos en las poblaciones propensas a procesos de reasentamiento, debido a la ocurrencia sistemática de los eventos naturales que generan los desastres o emergencias que deben ser previstos, prevenidos y mitigados por el Estado. Ese informe constituye el presente libro.


En este sentido, el libro resultado de investigación emprende una retrospectiva situacional del contexto nacional, y presenta el consolidado estadístico nacional de atención de riesgos de desastres y emergencias con base en la información consignada en la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD)1, actualizada al 6 de agosto de 2015; la información recolectada por la UNGRD se hizo por medio de la Defensa Civil Colombiana, la Cruz Roja colombiana, el Sistema Nacional de Bomberos, los Comités Departamentales de Gestión de Riesgo de Desastres (CDGRD) y los Comités Municipales de Gestión de Riesgo de Desastres (CMGRD).


De los resultados de la investigación se realizará también un segundo escrito que tendrá como objetivo ofrecer la dimensión situacional desde un panorama jurídico y de política pública, a partir de las entidades territoriales y algunas descentralizadas, competentes en gestión del riesgo de desastres y emergencias en Colombia.


El libro está formado por tres grandes segmentos. El primero de ellos regresa al Informe de Petición presentado por la Alianza de las universidades de Antioquia y las Clínicas Jurídicas de la Universidad Autónoma Latinoamericana y la Corporación Universitaria Lasallista, para poner el punto de partida de la retrospectiva sobre la gestión del riesgo en Colombia como panorama general para el ejercicio de los Derechos Humanos en los procesos de reasentamiento de población vulnerable. Tanto el Informe de Petición como la Audiencia Temática ante la CIDH han dado lugar a la ampliación y detalle de la información, razón por la cual se sintetizan para ilustrar los motivos que originaron la solicitud de ampliación sobre gestión de riesgo de desastres y emergencias a cargo del Estado de Colombia.


La reconstrucción del marco jurídico institucional se acompaña de la reseña de algunos casos emblemáticos valorados por altas corporaciones judiciales como instancias de cierre jurisdiccional que han tenido la competencia para conocer y decidir situaciones vinculadas a derechos comprometidos con la gestión del riesgo de desastres, lo que se consolida en la plataforma desde la cual han sido emprendidas las labores de las autoridades en la gestión del riesgo de desastres y de emergencias en Colombia, actividades de las cuales se desprenden cifras que develan la realidad operativa y funcional del sistema, lo que conduce a un tercer segmento, donde se sistematizan los consolidados departamentales relacionados con los muertos, heridos, desparecidos, personas y familias registradas como víctimas provocadas por trece eventos naturales, en los últimos quince años, según los datos suministrados por el Sistema Nacional de Información de la Gestión del Riesgo de Desastre (SNGRD).


Se plantean como resultado de la investigación, unas valoraciones finales que enfatizan el reconocimiento y protección de Derechos Humanos y la situación de derechos sociales, económicos, culturales, colectivos y del ambiente; sobre los sistemas de información en la gestión del riesgo; la gestión del riesgo en la planeación y el ordenamiento territorial; la incorporación del riesgo de desastres como un determinante ambiental para los planes de desarrollo y los planes de ordenamiento territorial; la evolución normativa de la gestión del riesgo, y sobre los consolidados estadísticos departamentales en los últimos quince años en Colombia.


Igualmente, se ofrecen varias recomendaciones para subsanar debilidades en la institucionalidad estatal frente al ejercicio de la gestión del riesgo de desastres para la garantía y protección del ejercicio de Derechos Humanos en Colombia: la necesidad de implementar un enfoque diferencial en el sistema nacional de información para la gestión del riesgo de desastres, la importancia de diferenciar entre quienes sean tenedores, poseedores o propietarios; la necesidad que el SNGRD exija a las entidades territoriales información completa y actualizada; recomendación frente a los planes de desarrollo de las entidades territoriales, y otras sobre los planes de ordenamiento territorial de los municipios y distritos; se presentan sugerencias al sistema nacional de información, a cargo de la UNGRD, para procesos de reasentamiento; y frente a los procesos de reasentamiento poblacional.





Metodología



El primer informe de ampliación para la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se soporta en un ejercicio de Enseñanza Clínica del Derecho (ECD), desde la cual se define no solo un modelo de formación para la enseñanza y aprendizaje del Derecho, sino también una apuesta a la implementación de la investigación; esta última, como proceso de dinamización del conocimiento científico y como componente que puede ser transversal al modelo de formación que despliega la ECD.


La metodología empleada para la construcción del informe exige definir, primero, el escenario pedagógico clínico que dio lugar a la selección, estudio y desarrollo del ejercicio; posteriormente, definir el diseño metodológico investigativo, implementado como apoyo transversal para la ejecución del ejercicio clínico.


En este sentido, la metodología empleada parte de la ECD, integrada de manera primordial por el Método Clínico de Enseñanza y Aprendizaje del Derecho, y por la Clínica Jurídica como estructura humana colectiva que ejecuta los componentes del método. Sobre este modelo, la investigación se incluye transversalmente desde un diseño sustentado en el paradigma cuanticualitativo de investigación, con un enfoque de naturaleza histórico hermenéutico, en el que, de acuerdo con los objetivos específicos trazados, se emplean métodos o avances de investigación, concretamente el exploratorio, el descriptivo y el hermenéutico, sin dejar de lado la sistematización a partir de categorías de análisis como estrategia de organización, interpretación, cualificación y comprensión de la información.


1.1 Enseñanza Clínica del Derecho como plataforma para investigación del ejercicio de los Derechos Humanos en poblaciones propensas a reasentamiento a raíz de la gestión del riesgo por eventos naturales en Colombia


El informe de ampliación y detalle de información que se desprende de la realización de la audiencia temática del 19 de marzo de 2015, ante la CIDH, es una de las consecuencias del trabajo clínico en las Facultades de Derecho autoras del informe de petición ante la autoridad Interamericana, lo que hace imprescindible enmarcar la realización de este producto en el modelo de enseñanza y aprendizaje clínico del Derecho.


Siguiendo a Witker, la ECD “se refiere a cualquier tipo de entrenamiento práctico, activo y vinculado con la experiencia que requiere el ejercicio de la profesión. Este tipo de educación tiene como su objetivo principal la enseñanza del oficio de la abogacía (2007: 189). Pero si la ECD tiene como pilar la formación desde la práctica o el ejercicio activo de la profesión, no es pertinente asumirla como cualquier modalidad de práctica. Como lo proyecta Witker, la enseñanza y aprendizaje del Derecho desde un mode-lo práctico requiere tener presente “la habilidad de resolver problemas legales con distintos medios de solución de controversias, el manejo de mecanismos jurídicos diversos, la prestación de un servicio eficiente de representación legal, el reconocimiento y la resolución de dilemas éticos, y la promoción de valores de justicia, imparcialidad y moralidad” (2007: 189–190). Ante la amplitud del potencial de la enseñanza y aprendizaje del Derecho, a partir de las fortalezas de la práctica como estrategia didáctica de la formación del nuevo profesional del Derecho, y de los compromisos que dicho modelo pedagógico debe incorporar, que sobre la ECD se sostenga:


[...] propone redimensionar el desequilibrio teórico práctico de la formación jurídica, reformulando la relación docente estudiante, la parcelación del Derecho por áreas aisladas e inconexas, las didácticas de memorización y repetición, así como el estudio de la ley como fuente casi única del saber jurídico. [...] hablar de un modelo clínico de enseñanza del Derecho implique abordar el método clínico que ha encontrado en las clínicas jurídicas los principales escenarios para ser puesto en marcha (Vásquez, et. al. 2014: 102).


El estudio retrospectivo sobre la gestión del riesgo en Colombia como panorama general para el ejercicio de los Derechos Humanos en los procesos de reasentamiento de población vulnerable se soporta así en la ECD como modelo pedagógico a partir del cual se concibe el aprendizaje del Derecho como una universalidad de temas que se compaginan e interrelacionan (>Correa & Vásquez, 2008: 35), como sucede para el caso con la apertura a los campos científico ambiental, meteorológico, climatológico, demográfico, territorial y estadístico, en los que las normas jurídicas requieren de una armoniosa compenetración con los fenómenos naturales que activan el Sistema Nacional formalizado para la atención del riesgo del desastre, dando posibilidad a la mejor comprensión de las realidades sociales a partir de las afectaciones causadas por fenómenos que se hacen comprensibles para el Derecho gracias al trabajo interdisciplinar con otros saberes científicos.


La ECD no desecha ni menosprecia la educación legal impartida de forma tradicional, representada para el caso en fuentes jurídicas de tipo formal, ni propone la reivindicación de la experiencia por encima de la formación teórica; por el contrario, se dirige a una actitud conciliadora de una experiencia paralela, en donde la educación tradicional provea los conocimientos y los elementos teóricos, y donde la educación práctica desarrolle habilidades para ofrecer al estudiante una educación jurídica integral (Correa & Vásquez, 2008: 35).


De esta manera, la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales como variable de los procesos de reasentamiento poblacional se acoge en un proceso de paulatina aprehensión fáctica por parte del grupo clínico de estudiantes y docentes, los cuales, tanto desde instrumentos metodológicos investigativos como de mecanismos y referentes jurídicos, diseñan y ponen en marcha una estrategia litigiosa para enfrentar las realidades que engloba el ejercicio de los Derechos Humanos desde la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales en Colombia, entre los años 2000 a 2014.


En este escenario, la ECD “no sólo supone un cambio de método, sino de la concepción misma del proceso de enseñanza-aprendizaje, de los roles que juegan el docente y el alumno, de la responsabilidad de las universidades como centros formativos” (Witker, 2007: 181), características que hasta este punto son suficientes para dejar sentado que el ejercicio emprendido desde la ECD demanda la concurrencia de docentes y estudiantes en una nueva forma de pensar, comprender y sentir el Derecho, a partir de un equilibro en la formación teórico práctica aplicada a casos reales de la sociedad.


El modelo que fomenta la ECD implica, para el caso en mención, que las dinámicas del acto pedagógico se reestructuran de manera drástica en comparación con el modelo pedagógico tradicional de enseñanza y aprendizaje del Derecho, tanto desde la perspectiva relacional de los sujetos pedagógicos que intervienen, como de las estrategias didácticas que se presentan entre ellos, entendiendo por estas últimas la forma cómo se define el clima de formación, actividades que le facilitan a los sujetos que aprenden acrecentar su repertorio de estrategias cognitivas (Hernández Poveda, 2003).


En el ámbito relacional, los actores pedagógicos se insertan en un ambiente de enseñanza y aprendizaje del Derecho de tipo colaborativo, donde la jerarquía y verticalidad tradicional del enfoque transmisionista se remplaza por un ambiente dinámico y dialógico definido por la horizontalidad de las relaciones, la capacidad propositiva, analítica, argumentativa y comprensiva de todos los actores, bajo la coordinación de los docentes y con varias modalidades y momentos de evaluación.


Lo anterior genera que las estrategias didácticas empleadas en la ECD estén definidas por la construcción colectiva, su planeación dentro de estrategias de formación que toman como referentes situaciones reales complejas y donde la validación, desde la experimentación, se acompaña de la valoración crítica del desempeño del grupo frente a la estrategia amparada por referentes y marcos teóricos que pueden ser creados y recreados desde las estrategias didácticas más tradicionales del Derecho.



1.2 La problematización como eje de la Enseñanza Clínica del Derecho y razón para la investigación



Como estrategia didáctica primordial de la ECD se tiene la aprehensión del problema. La experiencia práctica por medio del Método Clínico se hace desde la confrontación de los actores pedagógicos con problemas sociales, preferentemente reales, y la construcción, a partir de ellos, de problemas jurídicos, y la subsiguiente búsqueda de estrategias y soluciones (Correa & Vásquez, 2008: 35). Debe señalarse aquí que la experiencia de la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA asume la confrontación de los actores pedagógicos con el problema de manera secuencial y articulada, llegado a la investigación como proceso transversal: problema social, seguido de un problema jurídico, apoyado por un problema de investigación.


Una situación problemática es una cuestión que se trata de aclarar porque presenta dificultades. En una sociedad un problema puede ser un asunto particular que de solucionarlo daría lugar al disfrute de beneficios sociales (>Correa & Vásquez, 2009: 138), por lo tanto, el problema social se asume como un “fenómeno social que tiene un impacto negativo en las vidas de un segmento considerado de población” (Kohn, 1976: 98, citado en Correa & Vásquez, 2009: 139). Para nuestro caso, la recuperación de la formación práctica del Derecho se presenta desde la recepción y adopción de una situación real vivida por un esquema social –definida en el ejercicio de los Derechos Humanos ante la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales como variable de los procesos de reasentamiento poblacional en Colombia, situación puesta en conocimiento de la CIDH en la audiencia temática del 19 de marzo de 2015.


La relación con la realidad social implica, para la Clínica Jurídica, la construcción y comprensión colectiva del fenómeno social que devela las afectaciones y violaciones de derechos, sin que ello se constituya en un trabajo de único momento; por el contrario, conforme a la realidad social que enmarca el problema, avanza y evoluciona, lo que involucra espacios de discusión, argumentación y análisis, toma de decisiones democráticas y colegiadas con posteriores coevaluaciones para efectos de retroalimentar las experiencias, corregir errores y mejorar las falencias en el desempeño del ejercicio (Correa & Vásquez, 2008: 35).


Con la concreción del problema social, la Clínica Jurídica formula un problema jurídico, entendido en la experiencia de la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA, como una derivación del problema social que, enmarcado en los referentes del ordenamiento jurídico vigente, debe representar la situación social compleja en proyección de un tratamiento jurídico integral e interdisciplinario que traspasa las fronteras de la judicialización y abre las posibilidades de un activismo legal, político y social (Clarke, 2006: 46, citado en Correa y Vásquez, 2008: 39). En este sentido, el problema jurídico debe alcanzar el potencial de englobar la realidad social compleja en proyección a una estrategia que impulsa acciones encaminadas a la solución del problema empleando mecanismos e instrumentos jurídicos, políticos y sociales, a partir de la senda construida por la Clínica Jurídica.


Finalmente, la problematización culmina con la formulación o representación del problema jurídico en un problema de investigación, haciendo de la experiencia clínica del Derecho un ejercicio también investigativo que no reduce o subsume las prácticas solo a metodologías; por el contrario, integra la investigación como un proceso de contribución al tratamiento y solución del problema social y jurídico: “El problema jurídico constituye un verdadero problema de investigación necesariamente teórico, nace y se debe al problema social, el cual le da contenido y estructura” (Correa & Vásquez, 2009: 139). Con el problema de investigación ajustado al problema jurídico, la formulación de objetivos y la construcción del marco teórico conducen, a la Clínica Jurídica, a decidir la forma de asumir el problema y diseñar la estrategia de acción, litigiosa o no, que se ve apoyada por un diseño metodológico que pone en marcha la investigación pura y aplicada:


La investigación científica, como proceso de búsqueda e indagación sobre la realidad, se compone de una faceta pura, que se enfoca al desarrollo de teorías, y otra aplicada, que se enfoca a la solución de problemas específicos (Munch & Ángeles, 2005: 25). Así, la investigación científica, sin importar si se mira desde la faceta pura o aplicada, se caracteriza por ser un proceso sistemático, exacto y riguroso. La investigación debe describir, explicar y transformar prescindiendo de los elementos subjetivos; por ello debe ser objetiva y lógica. […] en el proceso clínico de enseñanza del Derecho se pretende que ese proceso de retroalimentación sea desde las aulas, en el contexto de lo académico y que además sea en doble vía, y no en una sola como sucede tradicionalmente. Es así como se logra, desde la retroalimentación en doble vía, que lo teórico impacte lo práctico y, a su vez, lo práctico a lo teórico (Correa & Vásquez, 2009: 134–135).


El trabajo pedagógico de la ECD está propuesto desde la problematización como punto de partida para el desarrollo de un ejercicio de enseñanza y aprendizaje clínico del Derecho, en el que la investigación encuentra afinidad, armonía y empalme para apoyar el tratamiento del problema, la conjunción de lo práctico y lo teórico, desde la investigación y el ejercicio del Derecho; lleva a una correspondencia entre las elaboraciones académicas e investigativas con las realidades sociales, desarrollando investigación jurídica y socio jurídica de manera relevante y pertinente (Vásquez, 2013: 81–82).


1.3 La problematización social y la pregunta jurídico–investigativa para la retrospectiva sobre la gestión del riesgo en Colombia como panorama general para el ejercicio de los Derechos Humanos en los procesos de reasentamiento de población vulnerable


La problematización secuencial y articulada, acogida a partir de la ECD para el caso, define un problema social en el que convergen distintos saberes científicos y definen la situación como un claro caso interdisciplinario, del cual se desprende la pregunta problema para la estrategia jurídica e investigativa que da lugar a los resultados del libro.


La estratégica posición geográfica de Colombia permite que el territorio nacional sea catalogado como de incidencia andina, gracias a la participación montañosa que define la zona del interior; de incidencia amazónica, en la zona selvática del sur, y de incidencia pacífica y atlántica, sobre las costas de los dos océanos. La multiplicidad de escenarios naturales encierra una abundante riqueza natural diversificada en áreas que confluyen de manera intensa, configurando un territorio catalogado como uno de los cinco países más biodiversos del planeta.


La confluencia de distintos ecosistemas, de pisos térmicos y climas, desencadena la presencia de múltiples eventos naturales que se alteran e intensifican, sea por fenómenos aparentemente conocidos como los del calentamiento oceánico, o por otros como el cambio climático, lo que hace de Colombia un país propenso y vulnerable a la ocurrencia de eventos naturales:


Las condiciones climáticas, topográficas e hidrológicas del país lo hacen propenso al impacto de fenómenos de erosión, deslizamientos, avalanchas y amenazas hidro-meteorológicas, como crecientes torrenciales, desbordamientos, inundaciones, huracanes y tormentas. Es de destacar el fenómeno de El Niño, por su recurrencia y alteraciones climáticas asociadas que generan fuertes sequías e inundaciones. Asimismo, los impactos ambientales y sismos en Cúcuta (1875); antiguo Caldas (1979); Popayán (1983); Atrato Medio (1992); Tauramena, Pereira y Pasto (1995), y, el más reciente, el del Eje Cafetero (1999). La actividad de volcanes como el Galeras y el Ruiz. Aparte de lo anterior, maremotos o tsunamis afectaron a Tumaco en 1906 y 1979, que lo hacen una de las zonas más críticas del país (Duque Botero, 2006: 150).


A la biodiversidad territorial y la vulnerabilidad a los fenómenos naturales se suma una tradición de organización demográfica en el territorio que se aparta de la experiencia latinoamericana. Como se puede leer en Viviescas (1989), Zambrano (2013), Morcillo Dosman (2007) y Sánchez Steiner (2008), la organización demográfica en el territorio nacional se determinó por procesos fundacionales de ciudades, posteriormente influidos por migraciones causadas por los cambios en los modelos económicos del Estado y los conflictos internos, resultando un país con fuertes episodios de desplazamiento que acentuaron el crecimiento de la urbanización en múltiples concentraciones urbanas, sin que se configurara un prototipo de único centro de impulsión económica, política y cultural.


En términos absolutos, si se tiene en cuenta el periodo intercensal 1993-2005, la población en las cabeceras municipales ha crecido un 31,2%, mientras en el periodo 1985-1993 lo hizo en un 25,7 %, lo cual muestra el fuerte proceso de urbanización en los últimos doce años anteriores al Censo General 2005. Sin embargo, este proceso es bastante heterogéneo [en] cada uno de los entes territoriales, lo que demuestra los efectos de una serie de factores regionales generados por cambios en los flujos migratorios subregionales, que determinan dinámicas diferenciales. En efecto, la tendencia en cuanto a crecimiento de la población en Colombia y divisiones político-administrativas es bastante diciente del fenómeno de la urbanización, proceso que ha determinado el rápido crecimiento de las principales ciudades del país, así como las cercanas a ellas, lo que define una dinámica especial de flujos poblacionales determinados por factores de trabajo, desplazamiento forzado, estudio, costos en bienes y servicios, entre otros, factores que son importantes en el crecimiento de municipios de destino; reducción en los de origen y, por lo tanto, son generadores de efectos determinantes en la distribución espacial de la población (Sardi Perea).


El estado de propensión a la multiplicidad de eventos naturales, sumado a las características especiales de la organización demográfica en el territorio, producen una realidad compleja en la cual se presentan riesgos, emergencias y calamidades que afectan y trasgreden derechos humanos de las personas víctimas de la ocurrencia de dichos eventos.


Aquellos eventos que, por su intensidad y frecuencia, pueden ser vistos en ocasiones como bondades del territorio, gracias a la movilización de procesos naturales que proporcionan servicios ambientales, se constituyen también en una variable generadora de riesgo que ocasiona serias afectaciones en distintas modalidades, lo que empeora si se tiene presente la diversidad territorial y ecosistémica, en las cuales la construcción del territorio se manifiesta con el crecimiento de ciudades y pueblos, la expansión de proyectos agropecuarios que prolongan la frontera agrícola, explotaciones mineras y proyectos de infraestructura.


En el tema de desastres naturales es más preocupante, porque se han incrementado significativamente en el mundo: si uno compara el número de eventos entre la década del setenta y la década del 2000-2009, se duplicó. En América Latina las cifras son peores: en la década del setenta había dieciséis desastres grandes por año en promedio, y ese número subió a 63 (somos la segunda región, después de Asia, más vulnerable a los desastres naturales y con mayor número de eventos) (Correa, 2012).


Las condiciones antes mencionadas, que ejemplifican la construcción del territorio, y que aparentemente facilitan su habitabilidad por parte de grupos sociales, se convierten en polos de atracción de población en búsqueda de mejores condiciones de vida, diferentes a las que tienen en sectores rurales y aislados de jurisdicciones urbanas, o en áreas urbanas caracterizadas por asentamientos humanos incompletos, donde el acceso y prestación de bienes y servicios es precario o inexistente.


En Colombia, este proceso en particular ha generado en las últimas décadas gran cantidad de reasentamiento de población, donde las condiciones de habitabilidad del territorio no son subsanadas con los desplazamientos y su posterior reasentamiento, en la medida en que muchas personas salen de zonas de riesgo por evento natural para asentarse en otras que, si bien cuentan con características diferentes, son igualmente riesgosas y propensas a los desastres y emergencias causados por eventos naturales. Ejemplos de ello se concretan en aquellos grupos poblacionales que habitaban en riveras de cuencas y microcuencas, y que por las crecidas e inundaciones emprenden desplazamientos, generalmente a zonas urbanas periféricas de ciudades y pueblos, de riesgo por variables como inclinaciones de ladera, inestabilidad geológica, zonas con deslizamientos o propensas a avenidas torrenciales o inundaciones.


La ocurrencia de eventos naturales, en definitiva, provoca riesgo de emergencias y desastres, es una causa que promueve fenómenos de desplazamiento y reasentamiento poblacional, como lo expresan María Irene Victoria Morales y Carlos Alberto Molina Prieto (2003): “La ciudad colombiana es la expresión de un crecimiento continuo de población, que se va acrecentado periódicamente por fenómenos migratorios debidos a grandes desplazamientos, generados por desastres naturales, violencia, conflicto armado, o por empobrecimiento de zonas rurales (búsqueda de mejores condiciones de vida)”.


Como lo sostienen los autores, los eventos naturales son un claro detonante de procesos de reasentamiento poblacional y no son los únicos. El desplazamiento y el reasentamiento de población se presenta desde hace décadas por el conflicto armado interno, que ha generado desplazamiento poblacional interno y externo, y ha concentrado el interés y atención del Estado, la sociedad civil y ONG.


También, la ejecución de proyectos urbanos y de renovación urbana promueve, desde la década de los años noventa, complejos procesos asociados a ejercicios de planeación que ponen en situación de vulnerabilidad o afectación los Derechos Humanos de población obligada a migrar a territorios de fácil acceso, pero donde no dan condiciones de seguridad para la supervivencia.


Así, la población en Colombia se ve sometida, con intensidad, a profundos procesos de desplazamiento y reasentamiento, con diferentes manifestaciones que dependen del contexto territorial y la caracterización de la población asentada en cada territorio, la cual suele ser de escasos recursos económicos, con empleos precarios, de poca formación escolar o víctima del conflicto armado interno.


De las tres variables señaladas –desplazamiento forzado por conflicto armado interno, ejecución de proyectos urbanos y de renovación espacial en municipios, y gestión del riesgo de desastres– se selecciona la última, enfocada específicamente en la ocurrencia de eventos naturales como desencadenantes de riesgos, emergencias y calamidades, de tal manera que alteran el ejercicio de los Derechos Humanos de muchas poblaciones en Colombia.


La gestión del riesgo del desastre por evento natural es una variable poco explorada e indagada respecto a las demás, pero desde ella se movilizan interesantes procesos en el ámbito normativo, internacional, judicial y de políticas públicas que reclaman del Estado una nueva perspectiva del cumplimiento de su función pública en relación con la gestión del riesgo y los procesos de reasentamiento poblacional. Como lo explica Duque Botero (2006: 151): “Desde el punto de vista de responsabilidad del Estado, éste es muy vulnerable en lo que a desastres naturales respecta. La falta de programas de reducción de la vulnerabilidad y falta de acciones preventivas de desastres en sitios determinados demuestra el abandono del Estado frente a estos casos, lo que es esgrimido por las víctimas para buscar indemnizaciones y reparación de los daños”. Lo que se constata con posturas como la del Banco Mundial (2011: 35), cuando explica el reasentamiento en el marco de una política integral de gestión del riesgo: “La falta de la planificación en el uso del suelo para orientar la localización de asentamientos humanos, la debilidad institucional para aplicar las normas al respecto, cuando éstas existen, y la falta de programas de vivienda para población de bajos recursos, lleva a que asentamientos humanos se localicen en zonas de riesgo”.


En Colombia, los esfuerzos por fortalecer a las autoridades frente a la gestión del riesgo para la protección de los Derechos Humanos de la población, tienen su origen en la década del setenta, con la expedición del Código Nacional de Policía de 1970, el Decreto 2811 de 1974 y la Ley 9 de 1979, normas que abren un camino de progreso jurídico que, en la actualidad, se define por un renovado Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, regulado con la Ley 1523 de 2012.


La normativa interna se apoya en varios referentes internacionales que deben orientar la formulación, adopción y ejecución de políticas públicas. En el escenario andino, Colombia se rige por el Comité Andino para la Atención y Prevención de Desastres – CAPRADE, por la Decisión 591 de 2004, Estrategia Andina para la prevención y atención de desastres, modificada en el año 2009 por la Decisión 713, esta última enmarcada en el propósito de contribuir al desarrollo de los países dentro de una perspectiva de sostenibilidad, bajo los principios y compromisos globales asumidos en el contexto del Marco de Acción de Hyogo (CAN, 2009).


Sin embargo, a pesar de los instrumentos normativos que definen las obligaciones del Estado, que ofrecen los medios para atender la gestión del riesgo de desastres, y que procuran instaurar un modelo administrativo de prevención, especialmente enfocado en los efectos del cambio climático y el incremento de las afectaciones a raíz de eventos naturales, es cuestionable la eficacia de las políticas públicas emprendidas por las autoridades competentes, la formulación y adopción de la Política Nacional de Gestión del Riesgo, la actualización de los instrumentos de planeación local y municipal conforme los nuevos mandatos legales, y el aparente incremento de víctimas en todas las regiones de Colombia.


El tratamiento administrativo de la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales devela, además, el incremento de procesos de reasentamiento poblacional en los cuales se mantiene o agrava el ejercicio de los Derechos Humanos, la falta de un marco normativo que regule de forma integral y completa dicho fenómeno, y que sopese las demandas en los sistemas de planeación de las entidades territoriales, de los cuales se tienen indicios de negligencia frente a la actualización y pertinencia de los estudios que deben transversalizar aquellos instrumentos como medios de prevención. Del contexto descrito que se proponga como problema jurídico-investigativo: ¿Cómo incide la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales en Colombia en el ejercicio de los derechos humanos de las personas afectadas por procesos de reasentamiento poblacional? Del cual se deriva como objetivo general de la investigación evaluar2 la incidencia de la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales en Colombia sobre el ejercicio de los Derechos Humanos de las poblaciones afectadas por procesos de reasentamiento entre el 2000 y 2014.


1.4 Diseño Metodológico trabajado desde la Enseñanza Clínica del Derecho para la Gestión del Riesgo por eventos naturales


Frente al problema jurídico–investigativo se proponen cuatro objetivos específicos de cuyo desarrollo se desprende el primer informe de ampliación y detalle de información para la CIDH:


a. Describir la evolución institucional y normativa, nacional e internacional, sobre la gestión del riesgo de desastres en Colombia como plataforma jurídica y política del ejercicio de los Derechos Humanos de poblaciones vulnerables propensas a procesos de reasentamiento.


b. Sistematizar las principales afectaciones a los Derechos Humanos padecidas por poblaciones en el territorio nacional, a partir de los datos oficiales de la institucionalidad constituida para la gestión del riesgo de desastres en Colombia entre el 2000 y 2014.


c. Valorar la incidencia de la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales en Colombia sobre el ejercicio de los Derechos Humanos de las poblaciones afectadas por procesos de reasentamiento entre el 2000 y 2014.


d. Construir una recomendación a partir de la cual sea posible subsanar debilidades en el ejercicio de la gestión del riesgo de desastres para la garantía y protección del ejercicio de Derechos Humanos en Colombia por parte de la institucionalidad.


Con base en los anteriores objetivos, el ejercicio clínico emprendido por el colectivo de la Universidad Autónoma Latinoamericana adoptó la investigación desde un diseño sustentado en la metodología mixta o cuanticualitativa, lo que Lincoln & Guba (2000) denominan “cruce de enfoques”, o Van y Cole (2004, citados por Hernández Sampieri, 2006) denominan “Metodología sintética interpretativa”.


El enfoque mixto se define como “un proceso que recolecta, analiza y vincula datos cuantitativos y cualitativos en un mismo estudio o una serie de investigaciones para responder a un planteamiento del problema” (Teddie & Tashakkori, 2003), y adicional a que va más allá de la recolección de datos de diferentes maneras sobre un mismo fenómeno u objeto de estudio, al mezclar, desde la formulación del problema, tanto la recolección y análisis de información como sus formas de estudio, la fusión de los dos paradigmas le permite al investigador asegurar que ambos emplean procesos cuidadosos, sistemáticos y empíricos en el esfuerzo por generar conocimiento. Ambos paradigmas utilizan, en general, cinco fases relacionadas que se corresponden con la naturaleza del objeto de estudio previsto en el proyecto de investigación:


Exigen la observación y evaluación de fenómenos, en este caso, de la gestión del riesgo de desastres por eventos naturales como acción propia de la función administrativa del Estado que debe amparar el ejercicio de Derechos Humanos de poblaciones propensas a procesos de reasentamiento.


Facilitan el establecimiento de suposiciones o ideas como consecuencia de la observación y evaluación realizada sobre los fenómenos, para nuestro caso, a partir de la descripción del marco jurídico institucional previsto para la gestión de riesgo de desastres, como de la sistematización de las principales afectaciones a los Derechos Humanos padecidas por poblaciones a partir de los datos oficiales de la institucionalidad constituida para la gestión del riesgo de desastres.


Conducen a la demostración del grado en que las suposiciones tienen fundamento, y a la revisión de las suposiciones o ideas sobre la base de pruebas, algo que en el presente proyecto de investigación se persigue, desde identificar cómo las entidades territoriales de Colombia han emprendido la gestión del riesgo de desastres naturales a partir de la función reglamentaria que permite la formulación, adopción y ejecución de políticas públicas sustentadas en marcos normativos emanados de los escenarios locales y regionales, la descripción del ejercicio de la función administrativa de la gestión del riesgo de desastres por parte de las Corporaciones Autónomas Regionales, como autoridades competentes sobre las cuales recae la articulación de acciones e instrumentos de planeación y gestión para la adaptación al cambio climático y la gestión del riesgo de desastres, y la sistematización de las definiciones y valoraciones técnicas sobre las categorías e indicadores de análisis de la gestión de riesgo de desastres a partir de los cuales se sustenta el Sistema Nacional de Información para la Gestión del Riesgo de Desastres.


Finalmente, ambos modelos facilitan proponer nuevas observaciones y evaluaciones para esclarecer, modificar y fundamentar las suposiciones o ideas, y generar otras, lo que se articula con los cometidos tendientes a construir una recomendación a partir de la cual sea posible subsanar debilidades en el ejercicio de la gestión del riesgo de desastres para la garantía y protección del ejercicio de Derechos Humanos por parte de la institucionalidad, y elaborar un referente estratégico de justiciabilidad para el reconocimiento, protección y garantía del ejercicio de los Derechos Humanos de poblaciones propensas a procesos de reasentamiento por gestión del riesgo de desastres en Colombia.


El paradigma cualitativo de investigación incide en la metodología toda vez que contribuye a descubrir y afinar la pregunta de investigación, da lugar a métodos de recolección de datos sin sustentarse necesariamente en la medición numérica, e incluso posibilita el desarrollo de preguntas durante la recolección de la información (Pajares: 63), lo que resulta pertinente para la descripción de la evolución normativa e institucional sobre la gestión del riesgo de desastres en Colombia como plataforma jurídica del ejercicio de los Derechos Humanos de poblaciones vulnerables propensas a procesos de reasentamiento, y para la construcción de una recomendación a partir de la cual sea posible subsanar debilidades en el ejercicio de la gestión del riesgo de desastres para la garantía y protección del ejercicio de Derechos Humanos en Colombia.


La investigación cualitativa, además, sustenta las acciones de orden descriptivo, orientadas a estructuras teóricas, por lo que suelen usarse en estudios de poblaciones humanas (Tamayo, 2003: 58). De lo anterior, que se de prevalencia al diseño de investigación cualitativa por abordarse un trabajo que conlleva definición, interpretación y comprensión de hechos humanos y sociales, enmarcados en un contexto histórico caracterizado por la progresiva evolución de dispositivos jurídicos, con participación, lenguajes técnicos y conceptualizaciones propias del sector de la Administración Pública como persona jurídica que entabla relaciones de imposición sobre los administrados que padecen los efectos de las decisiones de las autoridades para el efectivo ejercicio de sus Derechos Humanos ante los eventos naturales.


El modelo de investigación cuantitativo interviene para tener avances de naturaleza exploratoria y descriptiva, avances metodológicos seleccionados para esta investigación por las siguientes razones: En el diseño cuantitativo se cuenta con un problema de estudio delimitado y concreto, la pregunta a investigar versa sobre cuestiones específicas, se revisa lo que se ha investigado anteriormente, lo que implica revisión de literatura, y a partir de la revisión de literatura se construye el marco teórico de la investigación. Ello permite estandarizar, hacer el porcentaje y cuantificar variables del fenómeno delimitado, facilitando su descripción a partir de la categorización. Además, el modelo cuantitativo impregna esta metodología, toda vez que se genera la posibilidad del diseño de instrumentos dirigidos a la obtención de información cerrada que permita la realización de los objetivos específicos.


De lo anterior que la retrospectiva sobre la gestión del riesgo en Colombia como panorama general para el ejercicio de los Derechos Humanos en los procesos de reasentamiento de población vulnerable sea el objeto de estudio que se somete a la metodología mixta con preponderancia cualitativa, en la cual la recolección de la información se realiza a partir de un seguimiento cronológico y organizado por territorios regionalmente considerados, a partir de categorías específicas de rastreo de información y desde variables previamente definidas relacionadas con la vulneración de derechos de la población registrada como afectada por eventos naturales, así:


El ejercicio de los Derechos Humanos de la población se circunscribe a los últimos quince años (2000–2014), organizado desde los treinta y dos departamentos que integran el país, a partir de seis variables que evidencian parte de la realidad a la cual está sometida la población frente a la ocurrencia de trece modalidades de eventos naturales que se constituyen en la causa de desastres y emergencias en los distintos territorios de Colombia.


Las seis variables indagadas en los treinta y dos departamentos en los últimos quince años, se corresponden con las dispuestas, seguidas y alimentadas por el Sistema de Información para la Gestión del Riesgo de Desastres, en su componente Consolidados atención de emergencias, conforme lo dispone el numeral 10, artículo 4, del Decreto 4147 de 2011, sistema liderado por la Dirección General de la UNGRD, según numeral 11, del artículo 11 del mismo Decreto, cuya administración y mantenimiento se encuentra a cargo de la Oficina Asesora de Planeación e Información de la UNGRD, conforme al numeral 17 del artículo 13, también del Decreto 4147. Las variables indagadas son las siguientes:


1. Reiteración del evento natural por departamento en cada año.


2. Número de muertos en el año por cada tipología de fenómeno natural.


3. Número de heridos en el año por tipología de fenómeno natural.


4. Número de desaparecidos en el año por tipología de fenómeno natural.


5. Número de personas registradas en el año por tipología de fenómeno natural.


6. Número de familias registradas en el año por tipología de fenómeno natural.


Las variables seleccionadas están directamente relacionadas con el ejercicio y resultado de afectación a Derechos Humanos reconocidos y amparados por la CADH, y el Protocolo de San Salvador, de la siguiente manera:


1. Muertos por tipología de fenómeno natural: Derecho a la Vida (Artículo 4 CADH), Derechos del Niño (Artículo 19 CADH).


2. Heridos por tipología de fenómeno natural: Derecho a la Integridad Personal (Artículo 5 CADH), Derechos del Niño (Artículo 19 CADH).


3. Desaparecidos por tipología de fenómeno natural: Derecho a la Vida (Artículo 4 CADH), Derechos del Niño (Artículo 19 CADH).


4. Personas registradas por tipología de fenómeno natural: Derechos del Niño (Artículo 19 CADH), Derecho a la Propiedad Privada (Artículo 21 CADH), Derecho a un Medio Ambiente Sano (Artículo 11 San Salvador), Derecho a la Constitución y Protección de la Familia (Artículo 15 San Salvador), Derechos de la niñez (Artículo 16 San Salvador), Protección a Ancianos (Artículo 17 San Salvador).


5. Familias registradas por tipología de fenómeno natural: Derechos del Niño (Artículo 19 CADH), Derecho a la Propiedad Privada (Artículo 21 CADH), Derecho a un Medio Ambiente Sano (Artículo 11 San Salvador), Derecho a la Constitución y Protección de la Familia (Artículo 15 San Salvador), Derechos de la niñez (Artículo 16 San Salvador), Protección a ancianos (Artículo 17 San Salvador).


Los trece eventos naturales indagados como categorías que activan los procesos de gestión del riesgo de desastres en los últimos quince años en los treinta y dos departamentos de Colombia, son los siguientes: Avalancha, Contaminación, Deslizamiento, Erosión, Granizada, Helada, Incendio forestal, Inundación, Sequía, Sismo, Tormenta eléctrica, Vendaval, y Volcanes, todos conceptualizados como categorías predefinidas estudiadas a partir de rastreos de información documental de tipo interdisciplinar.


La indagación de las variables a partir de las categorías predefinidas para el objeto de estudio se emprendió desde el enfoque histórico hermenéutico, con aplicación del método exploratorio, descriptivo y hermenéutico. El enfoque histórico hermenéutico agrega el despliegue de procesos libres, no estructurados, más sí sistematizados y metódicos, basados en la filosofía humanista. Tiene la relevancia de permitir la comprensión de realidades que reflejan bases de tipo histórico, lingüístico, cultural e ideológico, gracias a que asume el problema de investigación como una realidad holística e integral que presenta múltiples interpretaciones. Su propósito es consolidar la comprensión de los sentidos, significados, acciones y discursos de los sujetos, y así desentrañar las lógicas de las relaciones humanas y de los acontecimientos sociales (Balderrama, 2012).


Se adopta el estudio exploratorio por enfrentar un objeto de estudio aún poco estudiado, no abordado en la universidad, o tratado de manera poco común en el campo de la investigación jurídica o socio jurídica. El modelo exploratorio se emplea cuando se examina un nuevo interés o cuando el objeto de estudio es relativamente nuevo (Babbie, 2000: p. 72). Hernández Sampieri, Baptista Lucio y Fernández Collado (2006) describen el estudio exploratorio como aquél que se realiza cuando el objetivo es examinar un tema o problema de investigación poco estudiado, del cual se tienen muchas dudas o no ha sido abordado anteriormente.


Por su parte, los avances descriptivos se implementan, puesto que guarda la intención de describir fenómenos, contextos, situaciones y eventos, esto es, detallar cómo son y cómo se manifiestan. El avance descriptivo busca especificar las propiedades, características y perfiles de las personas, grupos, procesos, objetos u otros fenómenos que se sometan a análisis; busca describir la situación prevaleciente en el momento de realizar el estudio. Con ella, no se busca demostrar la influencia de una variable sobre otra, pues lo que se hace por el lector del informe de investigación es pintar una imagen (Salkind, 1997), como sucede en este informe con la sistematización de los consolidados departamentales en los últimos quince años, relacionados con los muertos, heridos, desparecidos, personas y familias registrados como víctimas provocadas por trece modalidades de evento natural, permitiendo una lectura cronológica progresiva, y comparativa desde las cifras como posibles indicadores de los resultados de gestión de las autoridades nacionales competentes.


Finalmente, y con base en el enfoque histórico hermenéutico, se propone la aplicación del estudio hermenéutico. El ejercicio hermenéutico exige rastrear los datos históricos y contextuales de los textos, buscar el entendimiento del sentido, identificar los conceptos, permitir el surgimiento de nuevas ideas, posibilitar la interconexión y contrastación entre los pensamientos, superar contradicciones. La hermenéutica, en su proceso comprensivo de textos, descubre qué tipo de hábitos mentales, tradiciones o creencias propias, conocimientos previos o prejuicios posee el lector, no para desterrarlos, sino para que, identificados, puedan ser justa y precisamente usados en la interpretación, y contenidos, si en algún momento se convierten en obstáculos que impiden a los textos hablar y decirse.


Es importante para los ejercicios hermenéuticos que el lector se muestre abierto a los diversos sentidos que el texto propone, no precipitarse en la elaboración de conclusiones, distinguir las opiniones de las aproximaciones a las verdades, no ser arbitrarios ni impositivo en los sentidos que se construyen. Es importante validar lo que se afirma a partir de argumentos, hacer preguntas, ya que éstas facilitan la apertura y crean el espacio propicio para entrar en diálogo con los textos.


Los consolidados estadísticos son presentados por año, siguiendo el orden cronológico que permite hacer valoraciones comparativas entre periodos específicos a elección de quien consulte la información. En cada año se destacan los datos de mayor relevancia de la siguiente manera:


1. Por cada año indagado, una tabla con los cinco eventos de mayor reiteración nacional, detallando el número de sucesos por cada departamento que presentó la ocurrencia. Se emplean gráficos con barras horizontales desde las cuales se diferencia el evento por color.


2. Por cada año, una tabla con el evento que generó mayor cantidad de muertos, detallando las cifras por los departamentos que reportaron las víctimas de los sucesos.


3. Por cada año, una tabla con el evento que generó mayor cantidad de heridos, detallando las cifras por los departamentos que reportaron las víctimas de los sucesos.


4. Por cada año, una tabla con el evento que generó mayor cantidad de desaparecidos, detallando las cifras por los departamentos que reportaron las víctimas de los sucesos.


5. Por cada año, una tabla con el evento que generó mayor cantidad de familias registradas, detallando las cifras por los departamentos que reportaron las víctimas de los sucesos.


6. Por cada año, una tabla con el evento que generó mayor cantidad de personas registradas, detallando las cifras por los departamentos que reportaron las víctimas de los sucesos.


Adicionalmente, cada año dispone de un total de tablas, máximo trece, que se corresponden a las trece modalidades de eventos naturales registrados por la UNGRD, ubicando en las columnas las variables correspondientes a la reiteración del evento, muertos, heridos, desparecidos, personas y familias registradas, provocadas por el evento en particular, las cuales se cruzan con los departamentos que presentaron datos en cada modalidad. Las tablas se ofrecen como documentos anexos en un medio de divulgación virtual que ofrecerá el sitio web de la UNAULA en el 2017.





Informe petición y audiencia del 19 de marzo en la CIDH



El Informe de Petición presentado a la CIDH tuvo por objeto brindar información sobre la problemática de los procesos de reasentamiento adelantados en Colombia en el marco de tres variables concretas: reasentamiento de poblaciones desplazadas por el conflicto armado interno, por los proyectos de desarrollo urbanístico y renovación urbana, y por los procesos de prevención y atención del riesgo.


El interés primordial del Informe de Petición estuvo en advertir cómo el incumplimiento del Estado colombiano, en relación con la obligación de adecuar el derecho interno a los lineamientos convencionales, ha llevado a que se presenten actuaciones administrativas informales, incluso ilegales, en el desarrollo de procesos de reasentamiento, lo que involucra la situación de contexto en la cual se vienen ejerciendo los Derechos Humanos en poblaciones propensas a procesos de reasentamiento.


En la audiencia temática celebrada el 19 de marzo del 2015, se reunió la CIDH para discutir la situación, que se convierte en una situación conducente a la constante y sistemática vulneración de Derechos Humanos mencionados en la Convención Americana por parte del Estado colombiano.


Debido al desarrollo urbano y económico de las últimas décadas en Colombia, asociado con fenómenos como el conflicto armado, la concentración de la propiedad privada, la lucha por el territorio (generalmente, con fines ilícitos asociados al narcotráfico), los desplazamientos y reasentamientos humanos generan trasformaciones socio-económicas importantes en los grupos poblacionales reubicados, que se traducen en riesgo de violaciones de los Derechos Humanos y vulneraciones reales.


Por lo general, la población identificada como destinataria de medidas de reasentamiento dentro de las tres situaciones mencionadas en el informe5 se caracteriza como grupos humanos vulnerables (desplazados por el conflicto armado, personas en condición de discapacidad, niños, adultos mayores, mujeres, entre otros), cuyos entornos socio-económicos son precarios en términos de ejercicio de derechos, pero fuertes y consolidados en términos sociales y de construcción de tejido social, y por tal motivo, los procesos de desplazamiento generan impactos ostensibles en estas personas.


El informe-petición manifiesta la preocupación por la falta de reconocimiento del Estado colombiano, de las irregularidades y ausencia de protección efectiva en los procesos de reasentamiento humano, la ausencia de marco jurídico regulatorio específico, el riesgo constante que padecen las personas que habitan en zonas inestables, y la discrecionalidad de las autoridades para adelantar los reasentamientos.


Necesariamente, la audiencia y el informe-petición se refieren a las obligaciones derivadas de la correcta protección y respeto de los Derechos Económicos Sociales y Culturales incorporados en el Protocolo de San Salvador, y que el Estado colombiano ratificó, que reivindican la necesidad de vida, adecuada y digna para el desarrollo humano, que posibilite el ejercicio de los Derechos Humanos de forma integral. Igualmente, los peticionarios manifiestan la necesidad e importancia de que las medidas de reasentamiento y sus condiciones jurídicas se diseñen en concordancia con la participación de las comunidades afectadas y su impacto en el territorio.


Se reseñaron casos en los que se evidencia la falta de garantías mínimas para la protección de los Derechos Humanos, donde se detallan tres situaciones medulares relacionadas entre sí, pero que en el marco del temario a desarrollar, tanto en el informe como en la audiencia en que éste se presenta, no necesariamente van conexas al tema del conflicto armado interno colombiano; dichos fenómenos son: el reasentamiento de población desplazada por el conflicto armado interno, reasentamiento derivado proyectos de desarrollo urbanístico (utilidad pública definida legalmente), y reasentamiento proveniente de prevención y atención del riesgo (prevención y atención de desastres y emergencias).


En este punto vale la pena hacer la salvedad que frente a la necesidad de la existencia de una normativa que, de la mano de estándares internacionales, garanticen los derechos, teniendo en cuenta la adaptabilidad cultural de la población afectada por el surgimiento de circunstancias que detonan la implementación de procesos de reasentamiento, por motivo tanto de proyectos de desarrollo urbano como de la planificación de contingencia y atención del riesgo y desastre provenientes de un evento natural o la previsibilidad de éste en zonas determinadas, se denota vulneración de derechos, pues se evidencia la ausencia de una planeación de la gestión del riesgo y la falta de participación de la comunidad, lo que la hace víctima de la discrecionalidad de las administraciones, como se explicará más adelante.


En resumen, la información (de parte de los peticionarios) sobre reasentamiento por desplazamiento asociado al conflicto armado, por proyectos urbanos y de renovación urbana, y derivado de la gestión del riesgo, se encuentra identificada y presentada en la audiencia del 19 de marzo y en el informe escrito presentado a la CIDH de la siguiente manera:


2.1 En principio, se hace exposición del tema de la reubicación de población desplazada y la restitución de tierras como medidas de reparación por causa del conflicto armado


En este apartado, se expresan las obligaciones internacionales que adquiere el Estado colombiano al ratificar los principios rectores sobre desplazamientos forzados, referidos, entre otros asuntos, a la prestación de asistencia humanitaria y la facilitación del retorno, reubicación y reasentamiento en el territorio del cual fue desplazada la víctima. El Estado debe tener en cuenta que, por tratarse de víctimas del conflicto armado, que bajo la concepción de la Corte Constitucional colombiana son las más “vulnerables entre los vulnerables” (Sentencia Corte Constitucional T–025 de 2004), deben tener una protección estatal prioritaria, y se les debe brindar, en virtud de estos tópicos, una asistencia que garantice condiciones mínimas de vida digna para su sustentabilidad, de la mano de condiciones de seguridad y sostenibilidad, haciendo énfasis el informe que, de no tenerse una planeación adecuada para ello, según las obligaciones atribuidas, no solo internacional si no también internamente, se estaría generando una violación grave, masiva y sistemática de derechos fundamentales, aun en casos de estrategias y acciones implementadas de forma deliberada, improvisada o coyuntural.


El Estado colombiano, con el interés de aplicar los estándares mencionados anteriormente, expide la Ley 1448 de 2011, que implementa el derecho de las víctimas a retornar a su hogar de origen o reubicarse en condición de seguridad (artículos 28 y 76) y garantiza la atención integral a las víctimas del desplazamiento forzado (artículo 66), como medidas para el reasentamiento, su auto sostenibilidad y la garantía del derecho a la vivienda digna.


En este sentido, tanto en el informe-petición como en la audiencia, se deja entrever que es precisamente, en la ejecución de acciones que debe emprender el Estado, en procura de la garantía de los Derechos Fundamentales, donde se presenta esta situación de desprotección de la población víctima del desplazamiento por el conflicto armado interno, y en donde, como ejemplo, describen la negligencia en la planeación y atención de las reubicaciones, reasentamiento y retorno, en el caso del Municipio de Nariño (Antioquia), predios “la Argentina y el Arrayán”, donde, según la descripción plasmada en el informe, no se implementan de manera eficaz, oportuna, idónea y suficiente, los principios rectores del desplazamiento forzado, incluso, pasa por alto mecanismos internos como el ubicado en el artículo 28 de la Ley 1448 del 2011, ya que frente a la adjudicación de subsidios de tierras a cincuenta y nueve familias se presentaron situaciones que afectaron los derechos de aquellas personas6.


Esto permite evidenciar una perpetuación de las vulneraciones aquí plasmadas, sumada a la obstaculización de los fines de estos mecanismos (reintegración social, generación de arraigo, etcétera), lo que es aún más alarmante.


2.2 En fase intermedia, se expone lo pertinente para el tema de desarrollo urbanístico, renovación urbana y derechos humanos


La exposición de este apartado se inicia expresando que, bajo la normativa existente nacional sobre el desarrollo territorial, es necesario reconocer un avance en la legislación colombiana7 por la observancia en los temas de la planeación territorial, en el sentido de que brinda herramientas a las administraciones municipales y distritales para la proyección y estructuración de planes, programas y proyectos referente al ordenamiento de su territorio.


No obstante, se debe tener en cuenta que la ausencia de una Ley orgánica8 de ordenamiento territorial, con competencias y distribución de recursos adecuados, permite la proliferación de problemáticas asociadas a una mala planeación de desarrollo urbanístico, toda vez que las leyes existentes al otorgar tan amplias competencias a las entidades municipales y distritales, originan, en su ejecución, situaciones caóticas que dan como resultado una distribución desequilibrada de recursos, y un desbordamiento de la capacidad de respuesta de dichas entidades, en la implementación de los planes que están en capacidad de estructurar, además de llevar al surgimiento de efectos adversos para el ejercicio de derechos civiles y políticos de los ciudadanos.


Por otro lado, el Estado colombiano, en el marco de dicha legislación, no siempre ha implementado medidas de integración e inclusión adecuadas para brindar a sus habitantes una mejor calidad de vida, en lo referente a la vivienda adecuada, acceso a servicios públicos domiciliarios, recreación activa y pasiva, ambiente sano, espacio público, entre otros, sobre todo cuando se habla de Derechos Humanos de poblaciones vulnerables por reasentamientos. Asimismo, se hace mención a que si bien los derechos económicos, sociales y culturales son de implementación progresiva, no debe derivarse que de tal naturaleza programática exista la facultad para el Estado de desarrollar mecanismos y obligaciones de respeto y protección de forma discrecional y sin límites en su desarrollo real y efectivo, situación que se acerca a las estrategias y procedimientos que desarrollan las administraciones municipales en Colombia. En tal sentido, la CIDH ha establecido que “el Estado colombiano no podrá diferir indefinidamente los esfuerzos desplegados para la realización de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales”9.


Un factor adicional que configura reasentamientos vulneradores de los Derechos Humanos es el derivado de la inseguridad de la tenencia de la tierra que trae como consecuencia el uso de la fuerza en desalojos comunitarios, y con ello, la ausencia de reparación e indemnización del Estado, por ser considerados usurpadores de territorios ajenos y comunidades “ilegales”10.


Manifiesta una de las peticionarias (Maribel Ocasionez) que, al igual que en los casos por el desplazamiento, como consecuencia del conflicto armado interno y cambio climático, existen comunidades afectadas por procesos de reasentamiento en el marco de los proyectos de desarrollo urbanístico, los cuales se han venido justificando desde el interés general. Como ya se ha dicho en otras oportunidades, en esta comisión los proyectos de desarrollo necesariamente implican el desplazamiento de poblaciones, y como ilustración se explicarán escenarios en los que estos comprometen la protección de los derechos humanos.


El primero es el procedimiento de expropiación Ley 1742 de 14, mecanismo del Estado para acceder a las tierras sobre las que pretenden emprender un proyecto de desarrollo, mismo al que deben someterse las personas en fase voluntaria o judicial. Estos trámites excluyen de la negociación a quien carece de título de propiedad o no haya acreditado su calidad de poseedor regular, condiciones que desconocen el contexto interno del país y dejan por fuera las demás formas de tenencia de la tierra y que, a su vez, dan paso a los desalojos forzosos.


La segunda situación se refiere a la suma de dinero que, de acuerdo con el diseño de la Ley, va ser irrisoria, en tanto que no les permite garantizar las mismas o mejores condiciones de habitabilidad y en la mayoría de los casos, estas personas terminan habitando las periferias de las ciudades, por lo general, zonas de alto riesgo.


En tercer lugar, están las situaciones asociadas con el deber de información a la comunidad y la participación de la misma en los procesos de desarrollo, que han resultado insuficientes para entender el proceso del interés general o la utilidad pública que la justifica.


De ahí que se propongan unas pautas generales mínimas adecuadas para responder a las diversas situaciones de riesgo para los Derechos Humanos que pueden resultar de la implementación de estos planes y orienten la articulación de la normativa existente, que sirva para encausar la ejecución de planes de desarrollo urbanístico por parte de las administraciones locales.



2.3 Finalmente, se presenta lo que se refiere a prevención y atención del riesgo ambiental y Derechos Humanos



Sobre este punto se tiene especial énfasis en lo expuesto, tanto en el informe-petición enviado a la CIDH, como en la presentación de éste en la audiencia, dado que es nuestro cometido ampliar su información (previa solicitud de la CIDH), con el fin de evidenciar de forma clara la situación real de la gestión del riesgo en Colombia y el reasentamiento asociado a tal figura.


Inicialmente, se indica que el Estado colombiano es vulnerable frente al cambio climático y, por lo tanto, es necesario que en un Estado donde se busca la paz11, cobre un papel importante el tema del reasentamiento derivado de la gestión del riesgo, direccionado a la reconfiguración del tejido social de forma positiva, de manera que se prevean y atiendan los efectos devastadores sobre la población causados por desastres y catástrofes naturales (muertes, lesiones, desplazamiento, pobreza económica, vulnerabilidad, etcétera), que permita alcanzar el desarrollo sostenible y sustentable. Dicho esto, se insta a la CIDH para que:


[…] recomiende al Estado colombiano que las respuestas institucionales, como la expedición de legislación y el diseño de políticas públicas para el reasentamiento de población amenazada por factores de riesgo, se haga teniendo en cuenta los factores de amenaza y las especiales condiciones de esta población; de lo contrario, la respuesta no sería eficaz, dado que no tendría en cuenta la lectura del contexto del país, en cuanto a su vulnerabilidad y falta de adaptabilidad al cambio climático”.


A manera de ejemplo, el informe trae algunos datos estadísticos donde se menciona que, con referencia al Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)12, Colombia es un Estado especialmente vulnerable al cambio climático debido a la ubicación de las personas en zonas inundables y suelos inestables en las cordilleras, además de presentar una alta recurrencia y magnitud de desastres relacionados con el clima. Seguidamente, las estadísticas del Sistema Nacional de Información de Desastres de la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo y Desastres (UNGRD), muestran que en los últimos diez años, producto de situaciones asociadas con eventos naturales, se afectaron 14.017.690 de personas; se menciona, igualmente, que, en las temporadas de lluvias en los años 2010 a 2011, por el fenómeno de La Niña, fueron afectados 1.027 municipios, dentro de los cuales 775.095 personas se encontraban en peligro, y 64.827 viviendas requerían reubicación, según la Defensoría del Pueblo.


De otro lado, para enfrentar la situación de riesgo, el Estado, en el periodo 2005 y 2009, invirtió 1.8 billones de dólares, según informa la UNGRD, debido a la falta de planeación, estructurando acciones y estrategias basadas en acciones reactivas sin previsión frente al cambio climático. Todo esto lleva a que se llame la atención frente a la falta de pertinencia y eficacia de la legislación interna y de las actividades administrativas dirigidas a la población en situación de vulnerabilidad, con una lógica asistencialista, y no desde un enfoque de Derechos Humanos.


Por lo tanto, en el caso específico del reasentamiento de población por condición de riesgo no asociada al conflicto armado, como se verá, no sería idóneo ni pertinente emplear legislación y respuestas institucionales diseñadas especialmente para víctimas del conflicto armado, lo que nos obliga a justificar el porqué del desarrollo normativo en la materia, distinto, específico y especial para la gestión del riesgo13.


El Estado colombiano expide la Ley 1523 de 2012 con el fin de crear el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres como marco jurídico y político para la formulación, ejecución, seguimiento y control a los programas y estrategias para el conocimiento y reducción del riesgo. Dicha norma impone el deber a los alcaldes de proteger y garantizar los derechos de las personas que habitan en zonas de riesgo, además de establecer procesos para la gestión del riesgo y de desastres; por ello, tienen la obligación de mantener la información actualizada y completa de dichas zonas y de los reasentamientos de esta población. Es de anotar, además, la coordinación que deben tener los municipios con los Planes de Desarrollo y de Ordenamiento Territorial en la gestión del riesgo y desastres.


La legislación existente no trasciende la situación jurídica que genera tales problemáticas de vulneración de derechos, ya que en los deberes expuestos sigue presentándose una discrecionalidad en la planeación municipal o distrital y en la actividad que ejecutan las administraciones en los proyectos de infraestructura y desarrollo urbanístico, a los que les apuesta el gobierno en los últimos años, llegando a proceder de manera informal en los procesos de desalojo de la población implicada en las zonas de alto riesgo o riesgo no mitigable. Un ejemplo claro lo encontramos en la normativa interna sobre la expropiación (Ley 388 de 1997), que, fundamentada en el interés general, justifica los desalojos forzosos de aquellas personas que no son propietarios de los inmuebles o no se encuentran en la categoría de poseedores regulares, desconociendo los otros modos de tenencia permitidos por la legislación civil colombiana.


El ente de control ha evidenciado que, no obstante, la expedición de normativa, desde el año 1989, sobre gestión del riesgo y la obligación de su incorporación en la ordenación de territorio desde 1997, con la expedición de la Ley 388, la mayoría de los municipios si bien los establecen en sus POT, “un porcentaje alto los incluye deficientemente”, siendo “la debilidad institucional y la falta de experiencia territorial” las causas más importantes. De igual manera, la Defensoría del Pueblo denuncia la falta de un inventario nacional de asentamientos en riesgo de desastres, y que solo recientemente el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 establece la obligación de su elaboración (En línea, disponible en < http://www.defensoria.gov.co/attachment/36/Emergencia%20en%20Colombia%20por%20el%20fen%C3%B3meno%20de%20la%20ni%C3%B1a.pdf).


Del mismo modo, según lo explicado en el informe presentado a la CIDH en lo referente al tema de los procesos de reasentamiento como obligación que se encuentra en cabeza del Estado, se suma a estas actuaciones informales de parte de la administración, una falta de interés en brindar información integral sobre los impactos reales que pueden generar dichos procesos y en la creación de espacios de participación ciudadana frente a la ejecución de estos.


Consecuentemente, la población que regularmente es víctima por la ausencia de una adecuada planeación de mitigación, prevención y atención a la gestión del riesgo y desastres, encuentra una revictimización en las respuestas estatales ofrecidas a la comunidad afectada, lo que degenera en procedimientos administrativos informales en los procesos de reasentamiento, debido a la ausencia de normas y reglamentaciones que delimiten dicha discrecionalidad y arbitrariedad.


Tales circunstancias se encuentran relacionadas no sólo con el tema de riesgo ambiental, sino también en lo referente al tema del desplazamiento forzado y despojo de tierras en relación con megaproyectos de infraestructura o renovación urbanística y turismo, dejando de lado los cometidos de un Estado Social de Derecho.


Pese a que se han tenido grandes avances en el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo y Desastres (SNGRD), con legislación desde 1970, preocupa la ineficacia de la gestión de los alcaldes al no garantizar de manera suficiente los Derechos Humanos de las personas en las principales ciudades del país, ya que no existe regulación específica o política pública relacionada con la gestión del riesgo que ayude a encaminar las rutas o procedimientos administrativos del reasentamiento, generando inseguridad jurídica y vulneraciones a los derechos a la vida, integridad personal, la libre circulación, disfrute de un ambiente sano, al debido proceso, al derecho a la igualdad, a la vivienda digna, entre otros derechos protegidos por la Convención Americana de los Derechos Humanos y otros tratados internacionales ratificados por Colombia; situación de vulneración de derechos que, además, aplica a lo desarrollado en informe presentado a la CIDH de los anteriores tópicos.


Las administraciones locales tienen la obligación de armonizar sus Planes de Ordenamiento Territorial con base en sus sistemas de información sobre factores de riesgo, los cuales deben estar actualizados, con el fin de prever situaciones inminentes que afecten derechos de la población, so pena del incumplimiento de los fines del Estado:


Entre las tareas de los POT se establecen: mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales (Ley 388 de 1997 artículo 3, núm. 4); localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de desastres, así como las áreas con fines de conservación y recuperación paisajística (Ley 388 de 1997, artículo 8, numeral 11).


Situaciones en las que tales requisitos no se cumplen, ya que o no se someten a esos planes de ordenamiento con observancia a sus condiciones climáticas y de riesgo, o la información no está actualizada; el incumplimiento se presenta por ambos factores.


Frente a lo expuesto, el Estado da respuesta haciendo énfasis en la normativa existente, que, en nuestro criterio, no surte con los resultados deseados, según los objetivos para la que fue promulgada.


Una vez explicada por parte del representante de la Unidad de Restitución de Tierras la diferencia entre las categorías expuestas por las organizaciones solicitantes (consistentes en el desplazamiento forzado, proyectos de desarrollo y planificación de la gestión de riesgo y de desastre), como generadoras de vulneración de derechos en virtud de los procesos de reasentamiento, tanto este representante como el vicealcalde de la ciudad de Medellín hacen alusión a la Ley 9 de 1989, referida a los Planes de Desarrollo Municipal y procesos de compraventa y expropiación de bienes inmuebles; la Ley 388 de 1997, relativa al ordenamiento territorial, y la Ley 1523 de 2012, donde se adopta la política nacional de gestión del riesgo; dichas normas, en consideración de los agentes del Estado, son suficientes para desarrollar los procesos de reasentamiento14, en el caso de desalojos voluntarios e involuntarios, y por medio de éstas se procura la observancia de estándares internacionales como la “Convención Americana, la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, la Declaración Universal y el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales” (sic), según lo expresa el vicealcalde de Medellín.


Seguidamente, se referencia otras normativas, entre la cuales se encuentran los decretos 673 del 2006, 2320 del 2005, 543 del 2013, el 965 del 2014, 867 del 2003, 920 del 2009 y 2339 del 2013; su fin es determinarlas como guías metodológicas de interés social en los procesos de reasentamiento y que, en lo que compete al tema de la gestión de riesgo, se tornan como un “criterio de protección de garantías y derechos por medio de los cuales se ha impulsado el desalojo frente a una inminente consumación del riesgo […]”.


En este sentido, el vicealcalde aporta diversos casos en los que intenta vislumbrar la suficiencia y eficacia de tan amplia regulación frente a los procesos de reasentamiento, pero que a fin de cuentas no decanta la forma sobre cómo se deben hacer este tipo de procesos ni la ruta por la que deben propender los alcaldes en el actuar administrativo, concluyendo su intervención de la siguiente manera:


El reasentamiento, entendido como el desalojo involuntario de los individuos de su propio hogar por motivo de una obra de interés público o social, o con ocasión de un riesgo o la ubicación en zonas de riesgo no aptas para habitar, es un fenómeno sociológico complejo que puede generar resistencia en la comunidades, no obstante bajo argumentos de racionalidad y protección de derechos se hace necesaria su ejecución; por lo cual al momento de adelantarlo, la alcaldía pone en consideración la normativa internacional y nacional al respecto que garantiza el restablecimiento y mejoramiento de la condiciones de habitabilidad de las poblaciones trasladadas.


Partiendo de lo anterior, se hace necesario realizar un análisis del marco normativo del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo y Desastres (SNGRD) con el fin de identificar si éste responde a las preguntas por la eficacia, prevención, reacción y planeación dentro del mismo y escuchar las aclaraciones, información y respuestas que los agentes del Estado tienen sobre los planteamientos que surjan de los aspectos mencionados en el informe inicial y su ampliación.





Referente teórico jurídico para la sustentación del informe de ampliación a la CIDH



3.1 Sistema Interamericano de Derechos Humanos, estructura, jurisdicción y competencias


3.1.1 Origen y evolución del Sistema Interamericano de Derechos Humanos


La finalidad del Derecho Internacional de los Derechos Humanos es suministrar a las personas medios que garanticen la defensa y amparo de sus derechos humanos reconocidos internacionalmente frente al actuar del Estado. En armonía con este axioma, en la primera mitad del siglo XX varios Estados americanos crearon y adoptaron instrumentos internacionales para conformar un sistema regional de protección de los Derechos Humanos. Este sistema reconoce y define esos derechos, establece obligaciones tendientes a su promoción, salvaguarda y cuenta con órganos encargados de vigilar su observancia.


En este sentido, el Sistema Interamericano de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos se inició, formalmente, con la adopción de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, en Bogotá, Colombia, en 1948, en el marco de la Novena Conferencia Internacional Americana. En el preámbulo de la Carta se establece como uno de sus objetivos la constitución de instituciones democráticas de “un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre” (Carta de Organización de Estado Americanos).


En esta Carta se proclaman los derechos humanos de las personas sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo (Carta de Organización de Estado Americanos). La carta en sí fue creada para lograr un orden de paz y justicia, fomentar la solidaridad, robustecer la colaboración, defender la soberanía, la integridad territorial, la independencia y respetar los derechos de las personas y los principios de la moral universal, esto teniendo en cuenta que los derechos humanos de las personas no nacen por el hecho de ser nacionales de un Estado específico, sino como atributo de la persona humana.


De manera consecuente se tiene en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (documento originario de los derechos humanos en el continente), el catálogo de Derecho Humanos que los “Estados miembros de la Organización de Estados Americanos promoverán y respetarán” (Franco, M. J, 2007, pag. 125), posicionándola como “guía principalísima del derecho americano en evolución” (Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre).
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